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      Resumen
    

    
      El presente trabajo ensaya reflexiones sobre el papel de la Iglesia Católica en el Congreso Pedagógico Nacional (1984-1988) desde una óptica retrospectiva hacia el Congreso Pedagógico Internacional realizado un siglo antes, en 1882. El estudio se centra en analizar cómo a través de cien años la influencia de la Iglesia Católica logró revertir su desfavorecida posición en la educación pública cristalizada a partir del emblemático Congreso del siglo XIX. En el Congreso Pedagógico Nacional, el discurso católico cobró gran protagonismo hegemonizando la mayor parte de los espacios abiertos a partir del contexto democrático y las ideas participativas imperantes. Sin embargo, se mantuvieron los valores seculares de la institución. Haremos hincapié en analizar el discurso católico realizando algunas consideraciones sobre el Congreso ocurrido cien años antes. Varias de las propuestas provenientes de la Iglesia Católica encontraban un sólido argumento en sucesos ocurridos en el Congreso del siglo XIX, del cual se conservó una viva memoria en aquellos años. El principio de la enseñanza religiosa, la trascendencia del hombre y su formación integral, la subsidiariedad del estado; fueron algunos de los ejes discursivos que permanecieron en las discusiones que trascendieron de forma secular. 
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      From the state congress to the catholic congress: the Catholic Church over a century
    

    
      Abstract
    

    
      
    

    
      The present work rehearses reflections on the role of the Catholic Church in the National Pedagogical Congress (1984-1988) from a retrospective perspective towards the International Pedagogical Congress held a century earlier, in 1882. The study focuses on analyzing how through a hundred years the influence of the Catholic Church managed to reverse its disadvantaged position in crystallized public education from the emblematic Congress of the nineteenth century. In the National Pedagogical Congress, Catholic discourse gained great prominence by hegemonizing most of the open spaces based on the democratic context and prevailing participatory ideas. However, the secular values of the institution were maintained. We will emphasize analyzing the Catholic discourse by making some considerations about the Congress that occurred one hundred years before. Several of the proposals coming from the Catholic Church found a solid argument in events that occurred in the 19th century Congress, of which a living memory was preserved in those years. The principle of religious education, the transcendence of man and his integral formation, the subsidiarity of the state; they were some of the discursive axes that remained in the discussions that transcended secularly.
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      Introducción
    

    
      
    

    
      Para iniciar nuestra reflexión nos preguntamos si es posible intentar confrontar las posiciones que asumieron los actores del Congreso Pedagógico Nacional (CPN) de 1984-1988 con el emblemático Congreso Pedagógico Internacional (CPI) desarrollado un siglo antes, en 1882, con fines idénticos tales como definir la educación de la sociedad.  Puede pensarse que, en contextos tan diferentes de la sociedad argentina, resultaría probable caer en el error de comparar sucesos históricos, políticos y educativos con otros de la misma raigambre, pero sucedidos cien años después y consecuentemente,  caer en anacronismos. Desde luego que el hecho de analizar sucesos que hayan ocurrido en sociedades estructuralmente diferentes, la de 1880 y la de 1983 (por tomar dos fechas consensuadas historiográficamente) pone determinados límites a afirmaciones. Por ello nos proponemos invitar con la debida prudencia, a analizar el CPN a través del CPI desde determinadas variables que, a nuestro juicio, podrían arrojar algunas interpretaciones que permitan justificar algunas comparaciones.
    

    
      
    

    
      Sin embargo, algunas herramientas que nos proporciona Marcela Mollis (1996), permitirían evitar inconvenientes. El uso de la comparación en Historia de la Educaciónpuede aplicarse para evidenciar “diferencias y semejanzas” entre determinadas situaciones socio pedagógicas o político pedagógicas. El objetivo de este uso, en nuestro caso, será tratar de descubrir en qué cuestiones los discursos y las propuestas de cada época aparecen eludidas o, inversamente, abordadas de manera más exhaustiva. 
    

    
      
    

    
      Las comparaciones pueden realizarse en base a variaciones de espacio y tiempo, que en última instancia se explican por las transformaciones más generales que ha producido la dinámica de la estructura social. Por eso es prudente aclarar, que no decimos que ocurrió lo mismo en el CPI y en el CPN, ni siquiera que lo que se dijo, en términos lingüísticos, se dijo bajo los mismos parámetros. Por el contrario, algunas “similitudes” invitan, según nuestra propuesta, a una reflexión compleja. Especialmente, deberemos en el transcurso de nuestro trabajo diferenciar el contexto de la construcción del Estado Nacional durante el CPI con el de la transición democrática en el que se desarrolló el CPN. Esto es así, porque las distintas realidades históricas actúan obviamente como condicionantes de lo que se desee comparar. 
    

    
      
    

    
      El marco de análisis parte retrospectivamente desde la coyuntura del proceso denominado transición democrática en 1983 hacia el proceso de construcción del Estado Nacional a fines del siglo XIX,  que encontraba su punto más acabado y consumado en la década de 1880. Básicamente nos interesan las similitudes entre uno y otro Congreso para dejar abierta la posibilidad de seguir indagando ulteriormente sobre ciertas posibilidades que permitan anticipar nuevos escenarios.
    

    
      
    

    
      Por otro lado, cabe aclarar que al hablar de la IC nos referimos a las cúpulas de la institución, en tanto actores sociales que entablan un diálogo privilegiado con el Estado al ocupar estructuras de poder, y que buscan extender sus principios doctrinales. Como señala Esquivel “en el transcurso del siglo XX el poder eclesiástico se fue constituyendo como un actor a tener en cuenta, tanto en el marco de regímenes democráticos como en aquellos signados por la ilegalidad” (Esquivel, 2000: 2). Esto se encuentra íntimamente relacionado con que en el interior del catolicismo existe una lucha constante por el control del consenso y donde la pluralidad de catolicismos obliga a redefinir esas disputas, lo que en última instancia desemboca en diferentes posicionamientos. Es por ello que debe tenerse en cuenta que la IC no es un 
      corpus
       unánime, aunque en determinadas condiciones históricas pueda demostrar cierta homogeneidad. En su interior existen contrastes y disputas aunque, mediante el carácter reservado de los debates entre obispos, logran exhibir un grado de homogeneidad (Esquivel: 2000).
    

    
      
    

    
      Escuela pública, gratuita y ¿confesional? 
    

    
      
    

    
      Las relaciones entre el gobierno y la IC durante la transición a la democracia en 1983, una vez concluida la dictadura militar fueron particularmente difíciles. En primer lugar, es posible reconocer que la IC no acompañó al gobierno en el binomio articulador que contrapuso “autoritarismo-democracia”, especialmente en el problema que implicaron las denuncias a la represión durante los años dictatoriales. Por otra parte, la jerarquía eclesiástica se oponía férreamente a la ley de divorcio vincular (que se comenzaba a discutir en aquellos años)
      
        [1]
      
      , resistiendo a través de varias organizaciones que nucleaban a sus fieles. La oposición era traducida en una capacidad de organización y movilización que la IC usó para participar, entre otras cosas, en las jornadas del CPN (Fabris, 2012).
    

    
      
    

    
      Durante 1984 la 
      Comisión Permanente del Episcopado
       realizó críticas al gobierno del presidente Alfonsín (1983-1989) denunciando entre otras cosas, casos de corrupción, el impulso por parte del gobierno de una supuesta educación “promarxista” en instituciones oficiales y obstáculos que tendría la educación privada para desarrollarse (Southwell, 2007). En resumen, la transición democrática presentaba a la IC un escenario agitado de debate con el gobierno y un espacio para luchar por sus ideales. Las acusaciones mencionadas, se fundaban en las supuestas intenciones del gobierno de introducir secularistas en distintos ámbitos. A pesar de la reticencia con que ingresaba en el proceso de la transición democrática, la IC se presentaría a la convocatoria que formulase el gobierno para la participación en el CPN con particular énfasis (Fabris, 2013; Torres, 2014).
    

    
      
    

    
      Las escuelas dependientes de la IC, cuando se anunció la sanción de la ley 23.114 en 1984, que creaba el CPN:
    

    
      
    

    
      “Se dedicaron a asegurarse la participación activa de todos sus docentes, ya que el evento era de ‘vital importancia por su proyección hacia una futura Ley de Educación’ [La Revista del Consejo Superior de Educación Católica (CONSUDEC)] inauguró una ‘sección fija’ en todos los números, dedicada exclusivamente al Congreso o CONPE
      ” 
      (Rodríguez, 2015, 270). 
    

    
      
    

    
      Desde un comienzo, la IC se preocupó por tener la mayor participación posible en el evento. De allí en adelante, el CONSUDEC comenzaría a organizar diferentes actividades de participación a cargo de su publicación quincenal y en 1985, la misma organización impulsó el 
      V Congreso de Educación Católica en Buenos Aires,
       en donde se resolvió una oficial participación en el CPN. A partir de aquí, su impronta en el CPN se volvía irreversible (Bravo, 1987a; Bravo, 1987b).
    

    
      
    

    
      Desde que el gobierno alfonsinista puso en marcha los resortes institucionales para dar comienzo al CPN, las disputas partidarias llevaron a que se eliminasen las alusiones y referencias al CPI de 1882 en los documentos gubernamentales del evento. Aunque también se entendía que se estaba llevando a cabo un congreso popular y amplio en su convocatoria, por lo tanto diferente al CPI, en tanto éste convocaba a toda la ciudadanía a diferencia del CPI (De Luca, 2004)
      
        [2]
      
      . 
    

    
      Algunos señalamientos indican que esto obedecería a que algunos sectores buscaban evitar que volvieran a propagarse viejas confrontaciones que oponían a la IC con el Estado, aunque obviamente en general el Gobierno prefería evitar cualquier enfrentamiento abierto en el CPN en aras de la búsqueda de consensos (De Vedia, 2005)
      
        [3]
      
      , a pesar de que la convocatoria que formularon los impulsores del CPN mencionaba explícitamente a la IC. 
    

    
      
    

    
      Silvina Gvirtz (2009) admitiría que el congreso si bien permitió el ejercicio de debate, el mismo fue más “ideologizado” que rico en conceptos. En otras palabras, se trató más de un debate de doctrinas que de ideas, en donde la IC y los sectores laicos de izquierda centraban sus discursos en sus posturas ideológicas.
    

    
      
    

    
      Los pedagogos contemporáneos advirtieron sobre la profusa participación de la IC en el evento. Se trataba de una alerta ante la difusión de los valores de la libertad de enseñanza, la subsidiariedad del Estado y la pluralidad en materia educativa que aglutinaba el pensamiento católico como oposición a la postura laicista de la educación. En alguna medida, podría pensarse que en este intento por conciliar ideologías,  se trató de evitar la ausencia de algunos actores, como fue el caso de los sindicatos docentes que, pese a ser mencionados en la convocatoria según la ley 23.114 (Artículo 1) tuvieron exigua incidencia en las discusiones de las cuales, además, participaron escasamente (Storni, 1986). De modo que la intervención de la educación confesional fue especialmente importante, en particular en la Capital Federal (Wanschelbaum, 2011).
    

    
      
    

    
      La IC copaba los espacios institucionales que conformaban las asambleas del CPN desplegando estrategias que le permitieron formular una mejor exposición de sus posturas. Como el CPN no favoreció la dinamización de otros actores educativos más allá de su convocatoria, la IC veía allanado el camino para cumplir sus objetivos (Carbonari, 2004; Kaufman y Díaz, 2006). En consecuencia se constituyó en uno de los actores más dinámicos del CPN y lograría demostrarlo a través de su poder discursivo. Esto le permitió ganar espacio en la mayoría de las instancias de debates que abrió el CPN: asambleas de base, regionales, jurisdiccionales y la nacional (Miguez, 2014). Su documento 
      Educación y Proyecto de vida 
      (EPV) reflejó las diversas convicciones educativas del pensamiento católico en aquellos años y serviría de guía argumental a sus delegados (Torres, 2014).
    

    
      
    

    
      En esas condiciones la IC enfrentaba la memoria de la Ley 1420, apuntando directamente al laicismo que ésta indirectamente representaba
      
        [4]
      
      . Así,el CONSUDEC se estructuró en torno a tres ejes fundamentales: la formación integral, la subsidiariedad estatal y la autonomía de la educación privada, respaldándose en documentos provenientes de la doctrina cristiana e inclusive apelando a la Constitución Nacional y la Declaración Universal de los Derechos Humanos. La religión como parte de la antropología social, la unidad bio-psico-social y espiritual del hombre, las limitaciones estatales, la autonomía administrativa, pedagógica y financiera estuvieron entre los temas a los que aludían en sus discursos.
    

    
      
    

    
      En todas las instancias de debatequedaba demostrada su amplia participación a través de los informes jurisdiccionales y en el Informe Final del CPN
      
        [5]
      
      .  Así lo señala Carbonari (2004) al decir que, “En los informes jurisdiccionales la mayoría insistió en la orientación religiosa de la educación y el rol subsidiario del Estado siendo minoría la posición racional y estatista para la orientación de la política educativa”. Como lo sostiene Gabriel Nardacchione (2010):
    

    
      
    

    
      “Durante el CPN se dieron dos cuestiones cruciales: a) los errores del gobierno en la organización y b) la sorprendente participación de militantes de la Iglesia. Ambas modificaron la concepción original del proyecto. Sobre el primer aspecto, se criticó la falta de información, su realización fuera del ámbito escolar y la incomprensibilidad de los ejes de discusión. Esto llevó a la desmovilización de los actores de la escuela pública (directores y docentes) y de los actores con menos recursos. Pero el golpe mortal al proyecto gubernamental fue la participación de la Iglesia. Reviendo el error histórico de su retiro del CPN de 1882, la Iglesia decidió participar masivamente. Escuelas confesionales y privadas enfrentaron el proyecto del gobierno, retomando sus viejas banderas de descentralización y participación comunitaria. Bajo la conducción de los cuadros de la Iglesia, movilizaron todos sus recursos financieros y humanos. Esto les dio la victoria en la mayoría de las asambleas jurisdiccionales” (p. 39).
    

    
      
    

    
      Los aspectos que señala el autor pudieron haber favorecido de alguna forma a la IC. Sin embargo debe considerarse a la exclusión de los gremios docentes del CPN, que de alguna manera se relacionó con la disputa constante que el gobierno mantuvo con los sindicatos (Fernández, Lemos y Wiñar, 1987; Calcagno, 1989)
      
        [6]
      
      . No obstante, también debe considerarse que la búsqueda de consensos por parte del gobierno ante la necesidad de lograr márgenes de gobernabilidadcondujo, por ejemplo, a que se incluyeran representantes católicos en la Comunidad Homosexual Argentina. 
    

    
      Las tensiones no resueltas entre la IC y el Estado emergieron en diversos intentos de reformas educativas a lo largo del siglo XX, como expresión de disputa por el poder sobre la educación que, en aras de la autonomía y la desregulación estatal, buscaría preservar sus derechos y expandir otros en el CPN. Entendemos que las relaciones entre el Estado y la IC no pueden interpretarse al margen de la dimensión histórica de ese proceso de intentos de reformas. En todo caso, es notable el sostenido crecimiento de la privatización de la educación - mayoritariamente en manos del sector católico-  que toma un fuerte impulso en la segunda mitad del siglo XX en los que el subsidio estatal a los salarios de los docentes de las escuelas privadas tiene una importancia crucial.
    

    
      
    

    
      A partir de los años 70 el impulso a la privatización educativa crecía de la mano de la ideología neoliberal que se expandía a nivel internacional. En varios países latinoamericanos este proceso se relacionaba con la reversión de los estados de bienestar keynesianos y su posterior implantación de modelos de corte neoliberal. Procesos en los que la creciente participación e influencia de organismos financieros internacionales comenzaba a ser decisiva en la conformación de sistemas educativos que encajaran con los ajustes fiscales. Sin embargo, también se podría considerar que, en el caso argentino, el avance privatizador era un rasgo constante desde la fundación del sistema educativo. Como lo señalan Vior y Rodríguez (2012):
    

    
      
    

    
      “
      La evolución de esos impulsos privatizadores y su relación con el desarrollo del sistema y de las políticas educativas parece ser fruto del modo en que se fueron resolviendo las demandas concretas de los grupos, fracciones o clases a lo largo de su historia” (p.92). 
    

    
      
    

    
      Las autoras identifican dos etapas que son fundamentales para comprender el proceso de privatización educativa, entendiendo a la misma como el retiro paulatino del Estado y como una dinámica propia de una concepción de la educación como producto mercantil.
    

    
      
    

    
      La primera etapa (1853-1947) se caracterizó por una disputa entre las concepciones de la Iglesia Católica y la principalidad del Estado.  Durante esta etapa el Estado se reservó la provisión y regulación el servicio educativo más allá de la libertad de enseñanza que se proveía y que reclamaba la Iglesia.  El Estado se reservaba el otorgamiento de títulos, certificados y contralores. Aunque desde 1878,  la ley 934 comenzó una primera diferenciación entre escuelas particulares y estatales, sin embargo el crecimiento de la matrícula privada siguió siendo modesto (8,5% de la matrícula del nivel privado) (Pelosi, 2008; Vior, S. y Rodríguez, 2012). 
    

    
      
    

    
      Una segunda etapa (1947-1989) se abre con la Ley 13.047/47 denominada “Estatuto del Docente Privado”, que establecía el pago de sueldos al personal adscripto al sistema de enseñanza oficial por parte del Estado y la consolidación de la subsidiariedad del Estado en educación,  contemplado en la Constitución de 1949. La evolución de los proveedores privados de educación en esta etapa se combinó con un paulatino debilitamiento del poder fiscalizador del Estado, lo que en última instancia segmentó más el sistema educativo. Por ejemplo:
    

    
       
    

    
      “En el año 1948, mediante la Ley 13.343, se consolidó el papel del Estado como fuente de financiamiento del sector privado, en tanto se amplió el universo de potenciales instituciones beneficiarias de los subsidios, se elevó el porcentaje máximo de subvención estatal de los sueldos y salarios de la planta docente de los establecimientos no gratuitos, así como el porcentaje de contribuciones del Estado al 100% de los sueldos mínimos en el caso de los establecimientos gratuitos” 
      (Feldeber, Puiggrós, Robertson y Duhalde, 2018).
    

    
      
    

    
      La educación privada fue conquistando diferentes modalidades educativas, como escuelas diferenciales y jardines, y derechos en la libertad de aranceles. En esta etapa la evolución de la matrícula privada fue más dinámica que el patrón de la matrícula estatal (tanto en los niveles primarios, secundarios y terciarios se creció más del doble para 1988). 
    

    
      
    

    
      En el interregno de las etapas señaladas, durante el gobierno de Arturo Frondizi (1958-1962), mediante el decreto 6403/55, se posibilitó la creación de universidades privadas. Como Juan Doberti (2001) señala:
    

    
      
    

    
      “La participación de la matrícula de alumnos del sector privado en el total de estudiantes del nivel primario fluctuaba, a comienzos del siglo veinte, en torno al 20%. Hasta la mitad del siglo esta participación tuvo una tendencia declinante, oscilando durante la década de los 1940s entre el 7% y el 8% del alumnado. En la segunda mitad del siglo se revierte la tendencia, aumentando constantemente el porcentaje de alumnos que concurren a establecimientos privados, con un valor del 20,5% en 1998. Por su parte el nivel secundario tuvo una dinámica diferente, con una participación creciente del sector privado desde la primera década hasta la mitad del siglo veinte, pasando el porcentaje de alumnos de las escuelas privadas del 10% a aproximadamente el 30%. En la segunda mitad del siglo pasado se estabiliza la participación del sector privado, en alrededor del 30%, si bien se verifica una caída en la última década, alcanzando un valor en 1998 del 25,7%”  (p.2).
    

    
      
    

    
      Si nos ubicamos en el contexto del CPI,  encontramos una situación radicalmente distinta. En aquellos años en que la construcción del Estado nacional se encontraba en ciernes, un Congreso Internacional para discutir la educación en el marco de esa construcción estatal era encarnado como una iniciativa fundadora del sistema de instrucción pública (Delio, 2009). En la década de 1880 el debate acerca del papel que debía ocupar la IC en el nuevo orden nacional, adjudicaba a la modernidad institucional el máximo o 
      cenit
       de su construcción, particularmente  desde la asunción de Julio Roca a la presidencia. La encíclica 
      Cuanta Qura
       del Papa Pio IX con su intruducción 
      Syllabus
       constituyó el principal factor de influencia sobre las posiciones que debía adoptar la IC frente a los gobiernos latinoamericanos (Recalde, 1987). A traves de dicha Encíclica, el Vaticano promovía:
    

    
      
    

    
      “La centralizacion de las estructuras y la unificacion de ritos y devociones para enfrentar a los valores modernos por un lado, y disciplinar a las rebeldes iglesias latinoamericanas por el otro.  El Syllabus señaló claramente la postura de rechazo  de la Iglesia Catolica al proyecto de modernidad y condenó al capitalismo liberal y al socialismo” (p. 10).
    

    
      
    

    
      La Encíclica esgrimía la defensa del monopolio de la IC en la enseñanza criticando las libertades básicas del Estado (Duarte, 2014). Al respecto, Di Stefano (2011) señala que:
    

    
       
    

    
      “Quedan fuera de discusión la idea de que el poder soberano y el derecho a la ciudadanía se rigen por una lógica secular y que la religión y la política deben ser distinguidas y en lo posible separadas, aunque los límites entre ellas sigan siendo muy diferentes respecto de nuestras concepciones actuales y objeto de debate entre los contemporáneos”. Es por ello que la década de 1880 va a constituir una primera etapa de enfrentamiento entre católicos y liberales como reflejo de una disputa por la “definición de la modernidad religiosa en América Latina” (p.84).
    

    
      
    

    
      La postura de la IC, sostenía la necesidad de: 
    

    
      
    

    
      “La existencia de una escuela confesional, en que educación era sinónimo de adoctrinamiento religioso, la persistencia de una sociedad sacralizada, continuación de la que había caracterizado a los tres siglos de dominación española, [en oposición a] una sociedad secularizada, en que las creencias religiosas fueran admitidas, como un componente más, de libre elección”
       
      (Recalde, 1987, 89).
       
    

    
      
    

    
      De esta manera, la cuestión educativa se desarrollaba en el marco de los cambios institucionales que atravesaba la república en aquellos años y que, a su vez, estaba atravesada por los paradigmas de la épocay que provocaron sustantivas divisiones entre los congresales en el CPI. 
    

    
      
    

    
      Durante el CPI, el delegado católico Juan Bialet Massé, que provenía del riñón del roquismo, afirmaba que el maestro como tal era sólo un delegado del cura, siendo este último el educador natural por derecho divino y que “educar era obligación del municipio y no del Estado” (Duarte, 2014: 233). Estas afirmaciones daban cuenta de los principios axiomáticos de aplicación universal con los que la corriente católica proponía que se erigiese el sistema de instrucción pública, advirtiendo que el vínculo con Dios sería dañado si se establecía la educación laica en los establecimientos públicos de la república (Di Stefano, 2011).
    

    
      
    

    
      Di Stefano (2011) señala que la división ideológica también era producto de que “
      en el plano de las ideas emergen en este período corrientes de pensamiento nuevas, no ya agnósticas y anticlericales sino decididamente antirreligiosas, signos visibles de cambios profundos” (p. 15). 
    

    
      
    

    
      Para los liberales más radicalizados la IC equivalía al “feudalismo”, ya que era considerada como una matriz del pasado colonial que debía superarse. Para los liberales de la década de 1880 la mirada estaba puesta en el futuro, en la modernización, el progreso y en la ciencia positiva. En ese marco, la educación religiosa, si bien no era aborrecida, cumplía un papel subsidiario frente al impulso estatal
      
        [7]
      
      . 
    

    
      
    

    
      En el CPI el choque más representativo entre los sectores católicos y liberales se daba entre quienes sostenían que la escuela debía ser genuinamente católica y quienes comprendían la “laicidad” como la supresión de la enseñanza religiosa en las escuelas de dependencia pública (Cantarelli, 2011). Desde 1880 avanzaba políticamente un orden conservador que amalgamaba una filosofía positivista y articulaba con el concepto burgués de la educación. Los sectores más tradicionales, sobre todo los nucleados en torno a la IC venían resistiendo ese avance (Fernández, 2013). Pero en el CPI, los liberales no constituían un bloque unificado ni se encontraban previamente dispuestos a confrontar con los sectores católicos.  La radicalización de las posturas “ultra católicas” fue lo que en última instancia llevó a los sectores liberales a enfrentarse. Miembros de la 
      Sociedad de Amigos de la Educación Popular
      , que habían sido invitados al CPI, expresaron ante la reacción católica que:
    

    
      
    

    
      “Todos […] se sintieron, pues, afectados, porque la proposición contenía un ataque al derecho privado de todos los hombres […] Esa actitud extremosa fue la que conmovió al Congreso, a la prensa y a la sociedad entera, hasta hacerse inminente la disolución del primero […] Nuestra situación no era en esta emergencia de las más fáciles. Somos liberales los cuatro [Refiriéndose a Francisco Antonio Berra, Carlos de Pena, Jacobo Emilio Romero y Carlos María Ramírez], y nadie ignora en este país cual habría sido nuestro voto, llegada la oportunidad de darlo”
       
      (Romano, 2013, 61).
    

    
      
    

    
      Luego de algunas reuniones la discusión se sumiría en la dicotomía Estado docente versus Familia docente, hasta que finalmente el secretario del CPI Carlos M. Ramírez propusiera, junto con otros 21 congresales,  que se eliminara de los debates la cuestión de la enseñanza laica o religiosa. Rafael Igarzábal, delegado católico de la provincia de San Juan, sugería que la propuesta fuese aprobada por aclamación, logrando su aprobación por mayoría. Aunque los problemas siguieron porque en varias exposiciones se omitía la cuestión religiosa -algo que los católicos consideraban como una postura laicista-, el problema terminó desembocando en el retiro de los delegados católicos, aunque las sesiones no se detuvieron por ello (De Vedia 2005).
    

    
      
    

    
      En el CPI, la cruzada que emprendieron los diputados católicos desde diferentes perspectivas, siempre con el objetivo de implantar la enseñanza católica en las escuelas, iba a ser derrotada por un bloque liberal oportunamente consolidado. Es decir que, si bien el proyecto oligárquico de aquellos años excluía a la IC para su desarrollo, siempre trató de mantener posiciones no confrontativas con la Curia (Garaban, Minteguiaga, 2009).
    

    
      
    

    
      Finalmente, y como es sabido, la ley 1420 promulgada en 1884 instauró la posibilidad de dar educación religiosa optativa fuera del horario de clases y “por los ministros del culto”, excluyendo de esa posibilidad a los maestros, lo que para la IC representó una derrota. Cabe preguntarse hasta dónde la oportunidad que ofrecía el CPN daba a la IC la posibilidad de reabrir un debate que considerara pendiente. 
    

    
      
    

    
      Con la viva memoria de la derrota que implicó el CPI y favorecida por el espíritu abierto a las discusiones que se daban en la transición democrática de 1984, se prepararía el camino para volver a intentar lo que significaba para la institución una verdadera lucha secular. Pero, en esta ocasión, no necesitó confrontar de forma abierta con los defensores de la tradición laicista en la educación, al menos no en el CPN, pues éstos se encontraban desarticulados. Aun así, los consejos educativos confesionales de la enseñanza privada serían invitados al congreso, mientras el llamado libre a la sociedad civil a participar de las discusiones les daría una gran ventaja durante los debates frente al desgarrado tejido social que había dejado la dictadura. 
    

    
      
    

    
      Aprovechando la voluntad concertacionista del gobierno, la IC vería una oportunidad propicia para tratar de imponer sus ideas educativas. En resumen, perseguiría una especie de resarcimiento cien años después del triunfo del laicismo y tendría -como veremos- un éxito considerable en comparación a otros actores.  Todo esto sin tener que se desplegó un revanchismo militante-político agresivo frente a alguna fuerza con capacidad de confrontación. Parece paradójico, pero hasta podríamos llegar a decir que se trató de una revancha sin revanchismo.
    

    
      
    

    
      El discurso católico: la voz hegemónica de la política educativa
    

    
      
    

    
      Según Nancy Fraser (1993), “el ‘ámbito público’ combina por lo menos tres cosas analíticamente distintas: el estado, la economía oficial del trabajo asalariado y los espacios de discurso público”. En este sentido es que podemos pensar que en el Estado se combinaron estos factores y dieron una plataforma viable, especialmente, para el catolicismo educativo. De esta forma, el ámbito de lo público, designa la participación política mediante el recurso del “habla”, abriendo espacios para que diferentes actores luchen por el poder. En este espacio, los ciudadanos deliberan sobre asuntos comunes (públicos) constituyendo un terreno de acción discursiva en donde despliegan sus discursos (p. 24).
    

    
      
    

    
      Una característica del Estado democrático fue que,  con sus políticas de democratización y pluralidad educativa, habilitó los espacios del “habla”, que en última instancia fueron aprovechados por quienes mejor pudieron desenvolverse en el espacio público luego de la dictadura. Así, la amplia convocatoria a la ciudadanía por parte del gobierno de la Unión Cívica Radical, con el fin de deliberar sobre los problemas educativos planteó la intención de despertar conciencia participativa en asuntos públicos. Y como el Estado y el ámbito público no son lo mismo, en algún momento el primero fue más favorable a algunos discursos que otros, con sus acciones y sus omisiones. La convocatoria al CPN fue producida en el marco de un tejido social desgarrado, lo que significaba que solo algunos pocos pudieran responder a la convocatoria real, y justamente,  no como ciudadanos, sino más bien como instituciones organizadas. Especialmente, este fue el caso de la IC
      
        [8]
      
      . 
    

    
      
    

    
      En 1987, Adriana Puiggrós señalaba, parafraseando a los obispos que:
    

    
       
    

    
      “Todo católico está comprometido, en forma ineludible, a participar en el Congreso Pedagógico; las parroquias deben tratar de lograr el mayor número de representantes y documentos en las asambleas preparatorias”
       (Op. Cit.:36). 
    

    
      
    

    
      De hecho, Emilio Bianchi Di Cárcano afirmaba que:
    

    
      
    

    
      “A nadie se le cruzó por la cabeza no participar [aunque] Siempre hay gente alarmista, a la que le encanta hablar del apocalipsis y teorías conspirativas (…) Pero todos veíamos al Congreso Pedagógico como algo urgente y necesario” (citado por  De Vedia, 2015, 97).
    

    
      
    

    
      El hecho de que la IC difundierael documento titulado “
      Guía para la participación en el Congreso Pedagógico
      ” demuestra la efectiva y potente organización puesta en marcha. No significa esto que el resto de los actores no haya participado, de hecho proliferaron trabajos, reflexiones y aportes para el CPN por parte de los partidos políticos, intelectuales, universidades y hasta algunos sindicatos (Isola: 2013). Pero, aquel documento se asume directamente como un instructivo para llevar a cabo la participación de los fieles y tornaba muy efectivo ese objetivo. En el documento, se aseguraba que “la educación no es un tema exclusivo de la escuela, sino por el contrario, que el quehacer educativo era tarea de todos”
      
        [9]
      
      . Esta consigna se encontraba en sintonía con los principios del CPN y entendía que la participación debía ser amplia, comprometida y que los fieles debían organizarse para participar en el Congreso
      
        [10]
      
      . 
    

    
      
    

    
      La IC organizó su propia convocatoria, en la cual se recomendaba no actuar solo en ambientes confesionales, sino en todo campo en el cual se ofrecieran oportunidades de intervención. Se mencionaban diversas instancias dentro y fuera del sistema educativo en las que sugería participar, lo cual evidentemente favorecía la presencia de las directrices educativas católicas en múltiples espacios. Algunos de estos eran las parroquias, las comunidades, las asociaciones y movimientos de la IC, aunque también se recomendaba participar en los medios de comunicación social, colegios, institutos de educación superior y Universidades Católicas, etc
      
        [11]
      
      . 
    

    
      
    

    
      La organización fue tal que se recomendaba un listado de temas a debatir,  que respondían en gran medida a las líneas recomendadas en el mencionado documento matriz de la Iglesia: EPV. También se recomendaba de forma práctica la conveniencia de que cada Diócesis formara un Comisión que tuviera por objetivos promover y orientar -desde las unidades mínimas (parroquias)-,  movimientos de participación de jóvenes, docentes, padres y fieles en general. Se les adjudicaba una obligación promotora a los párrocos, a los docentes y a los dirigentes católicos. Esta comisión tenía como funciones asegurar material de apoyo para los fieles, organizar talleres dirigidos por los párrocos y directivos, difundir en los medios el énfasis católico por la participación, designar delegados zonales, brindar información, asesoramiento y talleres para participar. También se recomendó solicitar apoyo a las universidades e institutos terciarios en las actividades (Puiggrós, 1987).
    

    
      
    

    
      Puede observarse la existencia de una articulación institucional y una disposición de medios materiales para favorecer la participación orgánica por parte de la IC. Es decir, la cohesión de las actividades, respondía a la perfección según las pautas que el CPN demandaba, casi como si la IC llevase a cabo su propio Congreso Pedagógico dentro del CPN. De esta forma, los delegados católicos lograban llegar a ocupar varios espacios en la Asamblea Pedagógica Nacional
      
        [12]
      
       (APN).  Así también lo reconocería unos años después Catalina Nosiglia, (2005), funcionaria educativa durante aquellos años, al expresar que:
    

    
      
    

    
      “
      La Iglesia Católica fue uno de los grupos mejor preparados para la participación
      ” (Op. Cit.:100).
    

    
      
    

    
      El documento EPV puede ser una de las claves para entender qué se proponía y cómo se construía el discurso católico en aquellos años. La implementación de aquel texto en el marco del CPN no lograba constituirse en un espacio de concertación total en el interior del catolicismo argentino. Por el contrario, el documento produjo tensiones internas que llevaron a la IC a presentarlo como un documento bajo autoridad del Equipo Episcopal de Educación Católica. Finalmente el documento fue aceptado como materia prima para el debate, al menos por el ala que se asumía democrática y preparada para el nuevo contexto argentino (De Vedia, 2007). 
    

    
      
    

    
      La IC recomendaba a sus fieles votar por sus demandas, impregnando el ambiente de “libertad de enseñanza”, especialmente de libertad de enseñar y ser enseñado de acuerdo a sus principios religiosos, en donde la comunidad educativa y su participación en la educación constituyeran un componente central (Torres, 2014). Para la IC en aquel entonces “el concepto de comunidad educativa no se agotaba en la escuela”
      
        [13]
      
      sino que también otorgaba un papel importante en relación al municipio, articulando familia-escuela-municipio como un espacio central donde los fieles pudieran impulsar ideas y proyectos educativos. Esto se entiende si se observa la caracterización de “persona” que se propone en EPV, definida como una unidad bio-psico-social, creadora, libre y responsable de una “misión trascendente”
      
        [14]
      
      . 
    

    
      
    

    
      Esta autoconstrucción y responsabilidad por parte del ser humano, otorgaba un papel principal a las familias junto a la comunidad local. La educación vendría a ser el deber y el derecho de los padres en el seno de la comunidad y de un Estado en papel secundario. Esta postura de familia-municipio, condicionaba el papel del Estado como agente de la educación, porque se entendía que las comunidades eran no solo responsables, sino capaces de llevar a cabo las estructuras de la educación que desearan para sus hijos. 
    

    
      
    

    
      A su vez, el documento EPV señalaba que las acciones positivas de la participación del Estado en la educación serían la asignación de recursos, la universalización y la democratización de la educación básica. También la extensión de la educación superior, la implantación de la gradualidad de la enseñanzay toda otra función que hiciera una efectiva plataforma administrativa para que las familias pudieran responsabilizarse. Por el lado negativo de la injerencia estatal, aseguraba que lo “más grave, sin duda, es la tendencia al estatismo, que no es la intervención legítima y benéfica del Estado sino una intervención absorbente y excluyente, cuya expresión extrema es el monopolio escolar”
      
        [15]
      
      . Con estas palabras, se dejaba en claro que el secular impulso del Estado en materia educativa era condenado con una viva memoria delo sucedido en los orígenes del sistema educativo con el CPI y la Ley 1.420.
    

    
      
    

    
      En este sentido, también se alertaba sobre la “esclerosis y la burocratización”, provocadas por la intervención estatal, y también sobre el riesgo del “abandono de sus responsabilidades educativas por parte de la sociedad en general, incluidas, por desgracias, muchas familias”
      
        [16]
      
      . En última instancia, la dañina intervención estatal, según la institución, provocaba el abandono de las comunidades de sus responsabilidades y el acostumbramiento a que el Estado monopolice la educación. Así, la IC reivindicaba, tomando a la familia y al municipio como ejes, la responsabilidad de las instancias territoriales menores de administración. De esta forma la acción del Estado quedaba relegada a un agente con un conjunto de funciones tendientes a asegurar y favorecer la “libertad de enseñanza” en el espacio público en donde la iniciativa privada tendría un papel importante.
    

    
      
    

    
      La libertad de enseñanza, un principio fundacional del sistema educativo que asegura el carácter mixto del sistema,  establecido en el artículo 14 de la Constitución Nacional, dejaba en claro que los aportes estatales a los establecimientos privados no eran favores, sino por el contrario, eran parte del respeto por la igualdad y por las libertades fundamentales. El concepto de “libertad de opciones”, relacionado con el de libertad de enseñanza, también era un eje fundamental de EPV. De hecho, los obispos señalaban que no cumplir con ella, era “una injusticia no menos agraviante para la persona humana que las desigualdades señaladas”
      
        [17]
      
      . La libertad de opciones educativas suponía que todo hombre tiene derecho a la elección de escuelas y maestros de forma autónoma, es decir, sin imposición del Estado (Auza y Storni, 1986). 
    

    
      
    

    
      Se aclaraba que si, por ejemplo, “la opción resulta legalmente imposible por falta de reconocimiento de los títulos y estudios de los establecimientos privados, cualquiera fuera su nivel, estaríamos ante un monopolio de signo totalitario, absolutamente incompatible con el derecho natural y con nuestro régimen constitucional”
      
        [18]
      
      .  De esta forma, el reclamo de la libertad iba específicamente dirigido a la iniciativa privada y se reclamaba que ésta tuviese los mismos derechos y atribuciones que la enseñanza pública, así como su sostenimiento, sus certificaciones y competencias alcanzadas en 1958
      
        [19]
      
      . 
    

    
      
    

    
      En EPV se dejaba en claro que, si bien el Estado no era el encargado de impartir creencias, tampoco podría coartar su enseñanza;  mucho menos podría ignorar que la mayoría de los alumnos profesaran una fe religiosa. Es por ello que se decía que, “no puede [refiriéndose al Estado], por consiguiente, educarlos como si todos fueran agnósticos o ateos”
      
        [20]
      
      . Por el contrario, afirmaba que la escuela, estatal o privada, debería alentar a los alumnos a ilustrar, cultivar y vivir su fe: “la escuela del estado no puede imponer creencias, pero tampoco combatirlas o coartar sus legítimas manifestaciones”
      
        [21]
      
      . Entonces, “la educación no puede limitarse a la educación científica, por buena que ella sea, sino que implica también una formación física, psicológica, moral, doctrinal y espiritual”
      
        [22]
      
      . 
    

    
      
    

    
      Otro de los pilares fue el derecho de practicar la enseñanza, también entendida en términos de libertadejercida individual y colectivamente, en cualquiera de las formas de asociación o sociedad previstas por la ley. De esta forma, se aclaraba que “es innegable que el derecho de enseñar comprende la posibilidad de hacerlo dentro del sistema escolar y acceder así a aquel régimen de reconocimiento”
      
        [23]
      
      . Esta manifestación llevaba a consolidar el interés por la educación privada -mayoritariamente católica- en el régimen de enseñanza oficial. Es decir, si un agente tuviese la iniciativa de enseñar y aprender libremente, tal y cual como los preceptos constitucionales lo contemplaban, debía ser reconocido y no marginado por el régimen oficial.
    

    
      
    

    
      Así, en el Informe Final de la APN aparecía una idea de educación privada en varios sectores posibles: de iniciativa y gestión privada, de gestión no estatal e inclusive de educación pública de iniciativa privada. Este tipo de enunciados permitían a la IC redefinir y consolidar su discurso en torno a la defensa de la educación privada y desprender lo público de lo estatal en el ámbito de la educación. De hecho, en diferentes documentos católicos producidos en el marco de la apertura democrática, ya aparecían alternativas a la denominación de educación privada como “enseñanza pública no oficial”, “enseñanza libre”, “establecimientos educacionales no oficiales”
      
        [24]
      
      .  Esto demostraba la necesidad de encajar el impulso creciente que venía adquiriendo la enseñanza privada a lo largo de la segunda mitad del siglo XX en el sistema de enseñanza oficial, lo cual significaba, entre otras cosas, el otorgamiento de aportes y el reconocimiento de los títulos oficiales. 
    

    
      
    

    
      Otra de las premisas nodales de la IC era la idea de una “formación integral, armónica y permanente de la persona humana”, que había sido repetida por el presidente Raúl Alfonsín al inaugurar el CPN y era interpretada por el equipo de gobierno como la superación de una concepción cientificista por una más humanista (Storni, 1995). Esto demostraba, más allá de este argumento, que al menos un sector de los organizadores del CPN no se oponía necesariamente a la postura católica de la educación y que, se hacía lo posible por generar consensos en el marco del CPN, lo cual también ocurría en aquellos años en otras áreas.
    

    
      
    

    
      El alfonsinismo no se opuso al proyecto educativo católico, sino que, por el contrario, en aras de la búsqueda de consensos pareciera haberlo beneficiado, no sólo discursivamente. De hecho, Alfonsín convocaba a Juan Carlos Pugliese
      
        [25]
      
       a sumarse al elenco del Ministerio de Educación en un momento crítico del CPN con las siguientes palabras: “Juancarlitos: el ministro es ateo, el secretario es judío, los curas nos ganaron el Congreso Pedagógico y vos tenés que venir a equilibrar las cargas”. Citado por marco de un tejido social desgarrado por los resabios de herencia dejados por la dictadura militar, equilibrar las cargas era beneficiar a determinados sectores que no habían sido especialmente dañados por la represión.
    

    
      
    

    
      Los gestos del gobierno para con la IC no fueron pocos. En agosto de 1986 el ministro de educación Rajneri ya había visitado la Curia metropolitana en búsqueda de acuerdos. Posteriormente se realizó una reunión en la casa del entonces senador De la Rúa entre funcionarios del gobierno y miembros de la IC de cara a la Asamblea Final del CPN (que se realizó finalmente en 1988). Como corolario, en dicha asamblea en 1988, el secretario de Educación Marcelo Stubrin citó en su discurso al papa Juan Pablo II. De esta forma, puede verse la amplia llegada de la IC al gobierno democrático.  Esa capacidad, no solo se limitaba a la movilización de sus fieles sino a la intervención en los aparatos del Estado y al diálogo con los funcionarios educativos del momento para la búsqueda de acuerdos, especialmente de cara a una APN en la que la IC había logrado llenar la mayoría de las bancas (Wanschelbaum, 2011).
    

    
      
    

    
      Con respecto a la histórica confrontaciónentre la IC y el gobierno, en el CPN se trató reiteradamente de encontrar puntos en común. Esto se desarrollaba en el marco de un gobierno al que, por la vía del debate y la participación abiertos, se le escapaba de las manos la laicidad. También cabe mencionar que fueron varias las reuniones que se realizaron en la residencia de Olivos, con Juan Carlos Pugliese,  como subsecretario de Gestión Educativa y miembros de la Conferencia Episcopal Argentina y otras instituciones católicas. A dichas reuniones, asistía el sacerdote jesuita Fernando Storni, quien en aquellos años era miembro del Consejo para la Consolidación de la Democracia y constituía una pieza central en el área de la educación. Estuvieron presentes el secretario de Culto, Juan Carlos Palmero y el vocero presidencial José Ignacio López. Por último, entre las figuras relevantes del ámbito educativo, se encontraban también exponentes del peronismo, como Norberto Fernández Lamarra y Orlando Aguirre. Estos últimos, indicaban en algún punto, los futuros acuerdos que se realizarían en la APN entre el peronismo conservador y el catolicismo. 
    

    
      
    

    
      En definitiva, la participación oficial del radicalismo en el poder,  fue exitosa en acordar finalmente con la IC un 
      modus vivendi
       que no envenenara el desarrollo del Congreso. Éste pretendía ser un mecanismo más para alcanzar los consensos necesarios para la refundación democrática de la República propuesta por  ese gobierno. 
    

    
      
    

    
      Reflexiones finales
    

    
      
    

    
      Existe consenso en señalar que la IC tuvo un favorable desenvolvimiento en el CPN, pero hemos tratado de complejizar aquí los mecanismos puestos en marcha por la institución y otros externos a la misma que incrementaron su actuación destacada. La transición a la democracia, específicamente durante el gobierno de Alfonsín, permitió una posición aperturista y de búsqueda de consensos que no podía tolerar enfrentamientos. La IC, con una viva memoria de los sucesos seculares ocurridos en el CPI usufructuó la habilitación del espacio público para desplegar su discurso, que a lo largo del siglo XX tuvo comoprincipal corolario el avance de la educación privada y se redefinen en el contexto democrático. Frente a un Estado que se encontraba en retroceso por el neoliberalismo imperante de las últimas décadas del siglo XX, la IC supo redefinir y defender viejos principios que se adecuaban al nuevo contexto y a sus intereses. 
    

    
      
    

    
      Aunque la educación religiosa no fue la principal bandera en el CPN, la IC siguió disputando posiciones en aras de la subsidiariedad estatal y la libertad de enseñanza contra lo que denomina la monopolización educativa del Estado. En el CPI del siglo XIX la discusión por la enseñanza religiosa o estatal, una de las principales banderas católicas, fue desclasificada, pero luego de cien años en un contexto de transición en el que la IC ganaría posiciones nuevamente. El hegemónico poder discursivo del ala democrática de la IC se adaptaba a la nueva coyuntura sociopolítica y bogaba por la pluralidad y el respeto de posiciones. Aquí fue cuando banderasa favor del respeto a las familias y las comunidades para elegir opciones educativas volvieron a tomar relevancia en aras de lograr un mayor avance de la iniciativa privada.
    

    
      
    

    
      La penetración discursiva en las lógicas de la educación oficial, por parte de la IC se apoyó en la necesidad de lograr mayor libertad de enseñanza y el beneficio consecuente de ganar posiciones en el sistema educativo. El alfonsinismo,  que en sus políticas desplegó la búsqueda de consensos en múltiples áreas, terminó beneficiando la hegemonía católica en el CPN, cuya jerarquía había sido uno de los actores que no había sufrido represión en los años de dictadura y por eso estaba facultado para participar férreamente de los debates. La IC combinó una gran capacidad de movilización de sus bases con una audaz injerencia de sus jerarquías para penetrar en el aparato estatal, lo cual resultó efectivo en el contexto de la transición democráticay supuso el desgaste y/o la cooptación de los defensores del laicismo. 
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